
28-D-15 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las trece horas y 

veinticinco minutos del ocho de mayo de dos mil quince.  

 Analizada la denuncia presentada el diecinueve de marzo del año en curso por el señor 

*****************, conocido por ***************, contra la señora María Flor López 

Barriere, Jueza propietaria del Juzgado Primero de lo Mercantil de San Salvador, este 

Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

 I. El denunciante manifiesta, en síntesis, que es representante legal de 

*****************., y afirma que desde el año dos mil doce, en la referida calidad, 

promovió diligencias de ejecución, las cuales fueron identificadas bajo la referencia 5342-

DV-12, inicialmente en el Juzgado Cuarto de lo Mercantil de San Salvador; y, posteriormente 

el proceso fue remitido al Juzgado Primero de lo Mercantil de San Salvador. 

 Indica que por una solicitud efectuada por su representada, la señora López Barriere 

emitió dos autos para pedir informes al depositario judicial sobre su gestión. 

 No obstante lo anterior, señala que en reiteradas ocasiones solicitó a la referida 

servidora pública que ordenara el pago parcial que ***************** Corporations hizo 

por medio de depósito en el Ministerio de Hacienda a favor de ****************, pero la 

denunciada siempre manifiesta que el expediente original se encuentra en la Cámara Segunda 

de lo Civil de la Primera Sección del Centro, y por tal razón no puede ordenar dicho pago.   

 Agrega que le ha pedido a la referida jueza que resuelva con el duplicado del 

expediente original, a lo cual la señora López Barriere responde que no dispone del mismo, 

debido a que no le fue remitido por el Juzgado Cuarto de lo Mercantil. 

 Finalmente, señala que la denunciada no ha hecho las gestiones administrativas para 

requerir del archivo el expediente copia y de esa manera cumplir con el deber de impartir 

justicia, situación que está causando perjuicios a la sociedad que representa al no poder 

disponer del dinero pagado. 

II. La Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEG, ha encomendado a este 

Tribunal la función de prevenir y detectar las prácticas corruptas, así como sancionar los 

actos y omisiones que se perfilen como infracciones a los deberes y prohibiciones enunciados 

en los artículos 5, 6 y 7 de dicha ley, todo ello en armonía con los compromisos 

internacionales adquiridos con la ratificación de la Convención Interamericana contra la 

Corrupción y de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. 

Para ello, la sustanciación del procedimiento para la investigación, requiere que la 

denuncia o aviso respectivo provea suficientes indicios de la violación de uno de esos deberes 

o prohibiciones, para efectos de iniciar la investigación preliminar del caso, de ser necesaria. 

En tal sentido, cabe precisar respecto al ámbito objetivo de aplicación de la LEG, que 

conforme al principio de tipicidad, toda conducta u omisión constitutiva de infracción 

administrativa debe estar descrita con claridad en una norma; por ende, la facultad 



sancionadora de esta institución se restringe a los hechos contrarios a los deberes y 

prohibiciones antes mencionados. 

Es por esa razón que el artículo 81 letra b) del Reglamento de la LEG establece como 

causal de improcedencia de la denuncia o aviso, la falta de correspondencia entre los hechos 

planteados y las prohibiciones o deberes éticos. 

III. En el caso particular, del análisis de la denuncia se advierte que los hechos 

expresados por el señor ************* reflejan su inconformidad con las omisiones 

realizadas por la servidora pública denunciada en el trámite del expediente judicial 

gestionado en el Juzgado Primero de lo Mercantil de San Salvador.  

Ahora bien, de conformidad al artículo 182 ordinal 5° de la Constitución, la Corte 

Suprema de Justicia es la encargada de velar por que se administre pronta y cumplida justicia, 

de manera que este Tribunal no puede fiscalizar los plazos en que se resuelven o impulsan 

los procesos judiciales. 

De hecho, la función de ejecutar y hacer ejecutar lo juzgado que corresponde al 

Órgano Judicial no puede ser controlada más que por la Corte Suprema de Justicia. 

En ese sentido, esta sede se encuentra impedida de conocer sobre la situación 

planteada por el denunciante, pues a pesar que invoque disposiciones de la Ley de Ética 

Gubernamental, no se perfila como una transgresión a los deberes y prohibiciones éticos 

regulados en los artículos 5 y 6 de la misma y, en consecuencia, no está sujeta a la 

competencia de este Tribunal. 

Por tanto, y con base en los artículos 1, 2, 5, 6, 7 y 33 de la Ley Ética Gubernamental 

y 81 letra b) de su Reglamento, este Tribunal RESUELVE: 

a) Declárase improcedente la denuncia presentada por el señor **************, 

conocido por ***************, contra la señora María Flor López Barriere, Jueza 

propietaria del Juzgado Primero de lo Mercantil de San Salvador. 

b)  Tiénese por señalado como lugar para oír notificaciones la dirección que consta 

a folio 2 del presente expediente.  

Notifíquese.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN 
                                                                                                                                                                                                                         


